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TEMAS:

DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DECISIÓN QUE NEGÓ RECURSO DE IMPUGNACIÓN FRENTE A SENTENCIA DE TUTELA/ LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA DEL RECURRENTE/ SE DEJA SIN EFECTOS  LEGALES EL AUTO INTERLOCUTORIO NRO. 171 DEL 31 DE JULIO DE 2018, PARA QUE EL JUZGADO ACCIONADO ADOPTE DECISIÓN RESPECTO AL RECURSO PRESENTADO/ CONCEDE
Entonces, en este puntual caso, considera la Colegiatura que sí es viable analizar el cuestionamiento realizado por el Doctor DÍAZ MENA, porque si se revisa con detenimiento el contenido del libelo, lo que se observa es una intención de subsanar errores de índole procedimental que socavan las bases estructurales del debido proceso, y que emergen con tal claridad que para su hallazgo no se requiere mayor esfuerzo; y es que se puede concluir que por un error atribuible a la judicatura, más concretamente al JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA, la información recopilada en el expediente de primera instancia, cuyo contenido fue remitido al JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO para resolver la alzada, estaba incompleta. 

Lo anterior quiere decir que, cierta información que a nivel de procedimiento era imprescindible para poder avalar la legitimación del recurrente, como el poder para actuar y el certificado de existencia y de representación legal de la Empresa impugnante, a pesar de haber sido plenamente conocidas y valoradas por el Juez A quo antes de proferir la sentencia (toda vez que en su momento oportuno fueron remitidas por la encartada a ese Despacho), no fueron adosadas al cuaderno de tutela, omisión que incidió para que el Juzgado de segundo grado, al analizar el contenido del expediente puesto bajo su disposición, se abstuviera de dar trámite al recurso, determinación que tomó con apego a la interpretación jurisprudencial que respecto de la legitimación de quienes fungen como representantes legales de una persona jurídica, ha adoptado el órgano de cierre en materia constitucional.

(…) 

Partiendo de lo dicho hasta ahora, no se requiere hacer un análisis más profundo respecto de la presente cuestión, pues como quiera que la vulneración por parte de los Despachos quedó demostrada, considera la Colegiatura que lo correcto es corregir ese actuar a través de este mecanismo constitucional, para lo cual se habrá de tutelar el derecho fundamental al debido proceso de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SA ESP AGUAS Y AGUAS, en el sentido de dejar sin efectos el auto interlocutorio Nro. 171 del 31 de julio de 2018, mediante el cual el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA se abstuvo de conocer el recurso de impugnación presentado por dicha empresa en contra de la acción de tutela radicada bajo el Nro. 2018-00167 mediante la cual se tutelaron los derechos fundamentales de la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS. Ello para que se adopte una decisión con respecto al mencionado recurso, teniendo en cuenta la vocación de impugnante y la legitimación en la causa que le asiste al Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA en ese asunto. 
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela promovida por el abogado JORGE IVÁN DÍAZ MENA, quien actúa en calidad de apoderado judicial de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.E.S.P., en contra de los JUZGADOS SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO y SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO, ambos de la ciudad de Pereira, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Manifiesta el libelista que en el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento de Pereira se tramitó una acción de tutela con radicación Nro.66001-40-09-002-2018-00167, en la cual la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA fungía como accionada, y la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS como accionante.
El auto admisorio de la tutela se le notificó a esa entidad el día 23 de mayo del año que avanza mediante Oficio Nro. 2029, por lo que el 28 de mayo se procedió a dar contestación al Juzgado vía correo electrónico, en la cual, no sólo se adjuntó respuesta a los hechos demandados por la accionante, sino también el respectivo poder otorgado al Doctor DÍAZ MENA para actuar en esas diligencias, el certificado de existencia y representación legal de la Empresa, y el Oficio Nro. 336 del 25 de mayo de 2018.
El día 7 de junio de 2018 se profirió sentencia de primera instancia por parte del mencionado Despacho, en la cual fueron amparados transitoriamente los derechos fundamentales invocados por la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS, decisión con la que no estuvo de acuerdo la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA, hoy accionante, de manera que a través de su apoderado, el Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA, procedió a impugnarla dentro del término legal, encontrándose este legitimado para hacerlo, toda vez que con la contestación del auto admisorio quedó demostrado su mandato para actuar en representación de esa empresa, cosa que además fue avalada por el Despacho de conocimiento al reconocerle personería jurídica dentro de ese asunto.  

El conocimiento de la apelación le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, en donde la Ad Quem resolvió mediante auto interlocutorio Nro. 171 del 31 de julio de 2018, abstenerse de desatar el recurso de impugnación, porque supuestamente el recurrente, hoy accionante, no acreditó estar legitimado para actuar como apoderado judicial de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SAS ESP. Tal declaración, se debió a que el Cognoscente no remitió el expediente completo al fallador de segunda instancia, pues no envió el poder y el certificado de existencia y representación legal de la empresa, que en su debido momento se habían presentado.  
Así las cosas, el 6 de agosto de 2018, el Doctor DÍAZ MENA presentó escrito de impugnación en contra del auto interlocutorio referenciado atrás, bajo los siguientes argumentos: 1. En el expediente reposa el poder que le confirió la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SAS ESP para representarla dentro de la acción de tutela en cuestión; 2. En el proceso de primera instancia se le había reconocido personería jurídica y se tuvo por contestada la acción constitucional; 3. No era esa la etapa procesal para cuestionar su legitimación como apoderado de la Empresa. Sin embargo, el Juzgado de segunda instancia despachó desfavorablemente su solicitud. 
Por otra parte, el accionante pasó a referirse de forma específica a las órdenes que se le impartieron a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SAS ESP, en la sentencia de tutela proferida por el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO en favor de la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS, cuyos resultados impugnó, señalando que la vulneración a las garantías fundamentales de la empresa que representa va más allá de unas simples irregularidades al enviar el expediente al Despacho de segundo grado, sino que también tienen que ver con el hecho de que el fallador de primer nivel, antes de proferir la sentencia, no hubiera tenido en cuenta que su decisión podía afectar los derechos de toda una comunidad, porque al instalar el servicio de agua potable a la señora LEONEL RÍOS, como en ese proveído se ordenó, podría afectar la estabilidad del terreno en todo el sector, afectar los derechos de terceros, al no estar acreditada la calidad de poseedora, ni de propietaria del predio de dicha ciudadana. 

También enfatizó que a la señora LUZ MARINA no se le ha negado la prestación del servicio de agua potable, simplemente se le han exigido una serie de documentos necesarios para poder conectar el servicio de acueducto, razón por la cual, la tutela de primera instancia ni siquiera debió ser procedente, en el entendido de que la invocante no agotó los procedimientos necesarios para la prestación del servicio reclamado.    
PRETENSIONES:

1. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL: 

Solicitó el accionante que, de conformidad con los hechos relacionados atrás, se decretara como medida provisional la suspensión de los efectos jurídicos del fallo de primera instancia y del auto por medio del cual se negó el recurso de impugnación del fallo de tutela.

· LAS DEMÁS SOLICITUDES: 

Como medidas definitivas de protección a las garantías fundamentales de defensa, doble instancia y acceso a la administración de justicia, como pilares del debido proceso, solicitó el accionante que se ordene al JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA revocar el auto interlocutorio Nro. 171, por medio del cual se declaró improcedente la impugnación al fallo proferido dentro de la acción de tutela radicada bajo el Nro. 2018-00167, promovida por parte de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SAS ESP; para en su lugar admitir y resolver de fondo el recurso impetrado.
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela fue recibida en el Despacho el 22 de agosto de 2018, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito; además se ordenó la vinculación oficiosa del Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento, y de los demás sujetos procesales que intervinieron dentro de la actuación constitucional demandada. 
Finalmente se negó la medida transitoria solicitada por el accionante, al no haberse evidenciado un perjuicio cierto e inminente que hiciera necesaria la adopción anticipada de decisiones que, además, estarían directamente relacionadas con las pretensiones perseguidas en la presente acción de tutela.  
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:
JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA: Por medio de escrito adiado el 24 de agosto de 2018, dio respuesta a la acción haciendo un breve recuento del trámite procesal surtido en la actuación demandada, y refirió que en efecto, la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARLLADO DE PEREIRA SA ESP rindió informe el 28 de mayo de 2018 frente a los hechos demandados en la acción de tutela promovida por la señora LUZ MARINA LEÓN RÍOS, el cual fue recibido en el buzón de mensajes electrónicos de ese Despacho, con sus respectivos anexos, es decir, poder y certificado de existencia y representación legal.
Así mismo, admitió que ese Juzgado le reconoció personería al abogado JORGE IVÁN DÍAZ MENA para que representara los intereses de la entidad accionada, y más adelante, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, tuteló los derechos fundamentales de la señora LUZ MARINA, decisión que fue impugnada dentro del término por el Doctor DÍAZ MENA, por lo que se procedió a remitir el expediente al Juzgado penal del circuito para que se desatara el recurso. 
Ciertamente, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira se abstuvo de desatar la alzada, y también rechazó el recurso interpuesto en contra de dicha decisión. 

Sin embargo, considera ese Despacho que la Juez Ad Quem hubiera podido optar por la alternativa consagrada en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 que se refiere a la posibilidad que tiene el juez de segunda instancia de solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas, de este modo, al advertir en el cuaderno la ausencia del poder otorgado al Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA, por parte de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SA ESP, hubiera podido requerir a dicha entidad para que demostrara que el poder efectivamente había sido aportado durante el trámite de primera instancia, pero que por error no se anexó en el respectivo cuaderno.  

Por estas razones, aseguró el titular de ese Despacho que no hay vulneración alguna a los derechos del aquí accionante, que sea atribuible a dicho Juzgado.      
MUNICIPIO DE PEREIRA: por medio del Doctor TOMÁS ALFREDO LONDOÑO LÓPEZ, quien funge como apoderado de la Entidad Territorial, refirió que no le constan los hechos narrados por el accionante, y que de existir una vulneración de sus derechos fundamentales por parte del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, deberá ser ese Despacho quien proceda a su restablecimiento, según el análisis que se aborde dentro de esta acción de tutela, lo que implica de entrada que ese Organismo carezca de legitimación en la causa por pasiva.
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: la titular de ese Despacho explicó que el día 4 de julio de 2018 se recibió el expediente correspondiente a la acción de tutela promovida por la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS en contra de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SA ESP, con el fin de que se surtiera la apelación promovida por quien dijo ser el apoderado de esta última, frente al fallo proferido en primera instancia por el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO el 7 de junio de 2018.
Sin embargo, dentro del expediente remitido por el A quo, no obraba ningún tipo de documentación que acreditara que el señor JORGE IVÁN DÍAZ MENA estaba autorizado para actuar en representación de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SA ESP, razón por la cual el Despacho se abstuvo de conocer el recurso de impugnación, y ordenó la remisión del expediente a la H. Corte Constitucional; y aunque en contra de esa determinación el aquí accionante presentó recurso de impugnación, el mismo fue rechazado por improcedente. 
Así las cosas, puntualizó la señora Juez que en esa instancia no se vulneraron los derechos fundamentales reclamados por el accionante, toda vez que en el momento de resolverse el recurso de impugnación no se contaba con elementos de prueba para avalar su legitimación en la causa, situación que a todas luces impedía efectuar pronunciamientos de fondo. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.
2. Problema jurídico: 

Le corresponde a la Sala determinar en esta oportunidad si, como el accionante, el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA desconoció su derecho fundamental al debido proceso, cuando decidió no darle trámite al recurso de impugnación impetrado en contra de la sentencia de tutela proferida en primera instancia por el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO PEREIRA, mediante el cual se ampararon los derechos de la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS. 
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean transgredidos o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier individuo en contra de quien se siga un proceso, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. El Órgano de Cierre en materia Constitucional se ha pronunciado respecto de la prevalencia de dicha garantía en reiteradas oportunidades, por citar un ejemplo, en el Auto 071A de 2016, M.P. Dr. Jorge Iván palacio Palacio, precisó esa Alta Corporación que: 
“1.1. El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho al debido proceso y establece que se debe garantizar a toda persona la facultad de presentar pruebas y de controvertir aquellas que se alleguen en su contra.

De esta disposición se deriva que una de las principales garantías del debido proceso es el derecho de defensa y contradicción, entendido como “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, se hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables”[1], de aplicación general y universal, que “constituye un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”[2].”
Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la Judicatura puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación que se lleve en contra de los administrados. 
Caso concreto:
En el asunto que ocupa la atención de la Colegiatura se tiene que quien funge como apoderado
 judicial de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. E.S.P AGUAS Y AGUAS, acude al presente mecanismo de amparo en búsqueda de la protección del derecho fundamental al debido proceso de la entidad que representa, prerrogativa que considera quebrantada por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira,  Despacho al cual le correspondió conocer en segunda instancia un trámite constitucional de tutela donde esta actúa como demandada, actuación que a su criterio fue violatoria de las garantías fundamentales de defensa, contradicción y acceso a la administración de justicia. 
Tal panorama nos llevaría a pensar de forma inicial que no es posible realizar un estudio de fondo respecto del asunto planteado, pues atendiendo las causales generales de procedencia del mecanismo constitucional de amparo en contra de providencias judiciales, se parte del hecho de que no es viable su análisis cuando lo que se debate sea precisamente otra sentencia de tutela
, tal y como ha sido decantado a nivel jurisprudencial por parte del Órgano de Cierre en esta materia. Sin embargo, ha de advertirse que en este caso, además de no tenerse como eje central del debate el fondo o los argumentos que fueron tenidos en cuenta para proferir el fallo en cuestión o las decisiones allí adoptadas, tampoco se está cuestionando una sentencia de tutela, sino el auto interlocutorio por medio del cual el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA se abstuvo de darle trámite al recurso de impugnación interpuesto en contra de esa sentencia. 
Entonces, en este puntual caso, considera la Colegiatura que sí es viable analizar el cuestionamiento realizado por el Doctor DÍAZ MENA, porque si se revisa con detenimiento el contenido del libelo, lo que se observa es una intención de subsanar errores de índole procedimental que socavan las bases estructurales del debido proceso, y que emergen con tal claridad que para su hallazgo no se requiere mayor esfuerzo; y es que se puede concluir que por un error atribuible a la judicatura, más concretamente al JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA, la información recopilada en el expediente de primera instancia, cuyo contenido fue remitido al JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO para resolver la alzada, estaba incompleta. 

Lo anterior quiere decir que, cierta información que a nivel de procedimiento era imprescindible para poder avalar la legitimación del recurrente, como el poder para actuar y el certificado de existencia y de representación legal de la Empresa impugnante, a pesar de haber sido plenamente conocidas y valoradas por el Juez A quo antes de proferir la sentencia (toda vez que en su momento oportuno fueron remitidas por la encartada a ese Despacho), no fueron adosadas al cuaderno de tutela, omisión que incidió para que el Juzgado de segundo grado, al analizar el contenido del expediente puesto bajo su disposición, se abstuviera de dar trámite al recurso, determinación que tomó con apego a la interpretación jurisprudencial que respecto de la legitimación de quienes fungen como representantes legales de una persona jurídica, ha adoptado el órgano de cierre en materia constitucional.
Por otra parte, si nos atenemos a lo consagrado en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, rector de la Acción de Tutela, encontramos que de su tenor se deprende el deber que le asiste al juez de primer nivel de remitir la totalidad del expediente, sin información parcializada o incompleta al superior, y no puede ser de otra manera, porque a su vez, el Ad Quem, tiene el deber de verificar el acervo probatorio que sirvió de base para proferir el fallo, y determinar si este se encontró o no ajustado a derecho,  mírese:  
“Trámite de la impugnación. Presentada debidamente la impugnación el juez remitirá el expediente dentro de los dos días siguientes al superior jerárquico correspondiente.

El juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma, cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo. (…)”
En este caso ha quedado claro entonces, no sólo por lo expresado por el accionante en su libelo petitorio, sino porque así lo reconoció el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA en su respuesta, y porque así se refleja en el expediente de tutela (2018-00167) allegado a esta Corporación en calidad de préstamo, los documentos adjuntos al escrito de contestación que diera el doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA, apoderado judicial de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A, mediante correo electrónico del 28 de mayo de 2018, a la acción de tutela promovida por la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS, concretamente el poder de representación y el certificado de existencia y representación legal de esa entidad, no fueron debidamente anexados al cuaderno de tutela, y ello trajo como consecuencia la decisión del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO, de no darle trámite a la impugnación; situación ésta que indudablemente quebranta las prerrogativas constitucionales de la entidad que aquí funge como accionante.  
Partiendo de lo dicho hasta ahora, no se requiere hacer un análisis más profundo respecto de la presente cuestión, pues como quiera que la vulneración por parte de los Despachos quedó demostrada, considera la Colegiatura que lo correcto es corregir ese actuar a través de este mecanismo constitucional, para lo cual se habrá de tutelar el derecho fundamental al debido proceso de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA SA ESP AGUAS Y AGUAS, en el sentido de dejar sin efectos el auto interlocutorio Nro. 171 del 31 de julio de 2018, mediante el cual el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA se abstuvo de conocer el recurso de impugnación presentado por dicha empresa en contra de la acción de tutela radicada bajo el Nro. 2018-00167 mediante la cual se tutelaron los derechos fundamentales de la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS. Ello para que se adopte una decisión con respecto al mencionado recurso, teniendo en cuenta la vocación de impugnante y la legitimación en la causa que le asiste al Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA en ese asunto. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA “AGUAS Y AGUAS” S.A. E.S.P., representada judicialmente en este asunto por el Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS EL AUTO INTERLOCUTORIO NRO. 171 DEL 31 DE JULIO DE 2018, mediante el cual el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA se abstuvo de conocer el recurso de impugnación presentado por dicha empresa en contra de la acción de tutela radicada bajo el Nro. 2018-00167 mediante la cual se tutelaron los derechos fundamentales de la señora LUZ MARINA LEONEL RÍOS. Ello para que se adopte una decisión con respecto al mencionado recurso, teniendo en cuenta la vocación de impugnante y la legitimación en la causa que le asiste al Doctor JORGE IVÁN DÍAZ MENA en ese asunto. 

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Según poder que se ve reflejado a folios 14, 15 y 22 del cuaderno de tutela 


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 
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